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INFORME No. 106/12

DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 12.317
MÉXICO
8 de noviembre de 2012 

PRESUNTAS VÍCTIMAS:
Mikel Arrieta Llopis y José Ángel Ochoa de Eribe Landa  
PETICIONARIOS: 
Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez AC. (PRODH) y Servicios Legales e Investigación y Estudios Jurídicos A.C. (SLIEJ)
VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículos 5, 7, 8, 11, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos

FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
17 de julio de 2000
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS

1. El 17 de julio de 2000 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recibió una denuncia en la que se alegó que el 16 de enero de 2000, las presuntas víctimas, extranjeros de origen vasco, habrían sido detenidos por la policía del Instituto Nacional de Migración de México por carecer de documentación que acreditara su legal estadía en el país. Los abogados de las presuntas víctimas habrían presentado un recurso de amparo ante el Juzgado XI de Distrito en materia penal por incomunicación, expulsión o deportación el mismo día. Alegaron que, a pesar del recurso interpuesto y la presencia del actuario judicial, así como de la notificación al personal de migración en el Aeropuerto Internacional de la ciudad de México de una “suspensión provisional de oficio” que ordenaba no ejecutar la expulsión, ese mismo día las presuntas víctimas habrían sido llevadas a Madrid por agentes de la Policía Federal Preventiva de México y entregados a la policía española en el Aeropuerto Internacional de Barajas. Indicaron que en España se les acusaba de haber colaborado en acciones armadas, a Mikel Arrieta en el Comando Bizkaia en 1982 y a Ochoa de Eribe en el Comando Araba en 1989. Por otro lado, indicaron que las autoridades habrían forzado la entrada del departamento en donde las presuntas víctimas residían.
2. Según los peticionarios, después de ocurridos los hechos, la coordinadora de control de migración del Estado, declaró públicamente que las presuntas víctimas fueron expulsados por haber violado la Ley General de Población, que no estuvieron desaparecidos o incomunicados, sino que se debió a “una confusión pues los buscaron en el aeropuerto cuando los detenidos se encontraban en la estación migratoria de Iztapalapa”.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

3. El Estado alegó que la petición debía ser declarada inadmisible porque no se habían acreditado violaciones a la Convención Americana sobre Derechos humanos y porque los peticionarios no agotaron los recursos internos. Específicamente, indicó que el recurso de queja procedía contra la resolución del Juez de Distrito de suspender el procedimiento. Por otra parte, alegó que después de una minuciosa búsqueda no se encontró constancia en los registros de migración de que se hubiera notificado el 16 de enero de 2000 la “suspensión provisional de oficio”, como indican los peticionarios. Afirmó que las autoridades no habrían sido notificadas formalmente del amparo interpuesto sino hasta el 17 de enero de 2000, momento a partir del cual hubiera surtido efectos.
4. En cuanto a los hechos, señaló que las presuntas víctimas fueron puestas a disposición de las autoridades migratorias el 16 de enero de 2000, en virtud de encontrarse en el territorio mexicano de manera irregular. Indicó que fue en la vía pública y ante señales de nerviosismo que la Policía Federal Preventiva y no las autoridades de migración, les requirió identificación y por comprobarse su situación irregular en el país, se acordó su expulsión. El Estado asimismo negó que las presuntas víctimas hayan estado sujetas a vigilancia.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

5. El 17 de julio de 2000 la CIDH recibió la petición y la registró bajo el número 12.317. El 11 de agosto de 2000 transmitió copia de la denuncia al Estado, otorgándole el plazo de noventa días para que presentara respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH entonces vigente. El 10 de noviembre de 2000 el Estado presentó su respuesta. Los peticionarios enviaron información adicional el 16 de febrero de 2001, 26 de diciembre de 2001 y 11 de abril de 2002. El Estado envió informacional adicional el 18 de junio de 2001, 3 de septiembre de 2001, 27 de octubre de 2001 y 14 de febrero de 2002.
6. El 17 de febrero de 2011, la CIDH solicitó información actualizada a ambas partes. Las partes no respondieron. El 14 de marzo de 2011, la CIDH solicitó a los peticionarios información actualizada para determinar si subsistían los motivos de la petición. Asimismo, se les informó que de no recibirse la información dentro del plazo de un mes, la CIDH podría archivar la petición, conforme al artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y al artículo 42 del Reglamento de la CIDH. 

IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

7. Tanto el artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42.1 del Reglamento de la CIDH establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.

8. En el presente caso han pasado más de 10 años desde la última comunicación de los peticionarios y, a pesar de la solicitud de información formulada el 17 de febrero de 2011 y 14 de marzo de 2011, a la fecha, la CIDH no ha recibido la información necesaria para actualizar la tramitación de la petición, como fue solicitado.
9. En consecuencia, la Comisión no cuenta con los elementos necesarios para determinar si subsisten los motivos que sustentaron la denuncia original ni para formular una decisión final sobre la violación de derechos humanos alegados, por lo que, de conformidad con el artículo 48.1.b de la Convención y el artículo 42 de su Reglamento, decide archivar la presente petición.
10. En estas circunstancias, y en vista de que la información disponible no es suficiente para adoptar una decisión sobre admisibilidad o inadmisibilidad de la petición, la CIDH decide archivarla de conformidad con los artículos 48.1.b de la Convención Americana y 42.1 de su Reglamento.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 8 días del mes de noviembre de 2012.  (Firmado): Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.





[image: image1.jpg]